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I. Introducción 

El derecho de acceso a la información pública, a partir de la reforma 

constitucional de 1994, se revela como mecanismo de ejercicio de la forma democrática 

de gobierno, que permite sostener el sistema republicano. La recepción de la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación respecto al derecho 

mencionado sustenta la sanción de la Ley 22.275 en septiembre de 2016, ley nacional 

que regula y sienta las bases mínimas para otorgar tan importante derecho a los 

ciudadanos, base que de ninguna manera puede ser franqueada por las provincias en el 

uso de sus competencias no delegadas a la Nación. 

En el presente trabajo se analizará el fallo Fundación para el Desarrollo de 

Políticas Sustentables C/Secretaría de Administración Financiera del Ministerio de 

Finanzas del Gobierno de la Pcia. De Cba – Amparo por Mora (Ley 8803) – Recurso de 

casación (Expte. Nº 2026535) de la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal 

Superior de Justicia. En el mismo, los amparistas pretendían del demandado 

información respecto de personas físicas y jurídicas con las que contrata el gobierno 

provincial, las cuales son proveedores habituales, como así también balances y personas 

inhabilitadas para conformarse como prestadores si las hubiere. Información que no fue 

otorgada esgrimiendo planteos arbitrarios y soslayando el incuestionable derecho de 

acceso a la información pública, pilar fundamental de las democracias, sostenido en la 

Carta Magna Nacional. 

Se detecta en la sentencia analizada un problema de relevancia, dado que los 

magistrados actuantes dan lugar parcialmente al recurso de casación entendiendo que el 

derecho aplicado en la sentencia impugnada parcialmente no ha tenido en cuenta la 

vasta legislación obrante respecto al invocado derecho de acceso a la información 

pública por los amparistas. Esta normativa comprende la Ley Provincial de Córdoba que 

regula el derecho de acceso a la información de los actos de Gobierno Nº8803, la cual 

emana implícitamente del articulado de la Constitución Provincial y su declaración de 
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su forma republicana de gobierno en donde se alude con ella implícitamente a la 

publicidad de los actos de gobierno desde el preámbulo. Continuando con lo que emana 

de la Carta Magna de la Nación en sus artículos 38, 41, 42, 14 y 75 inciso 22 a través de 

todos los tratados internacionales jerarquizados constitucionalmente a partir de la 

reforma de 1994, en los cuales se referencia la necesidad insoslayable de concederle a 

todos los ciudadanos el derecho de acceder a la información pública para dar sustento a 

la participación democrática del pueblo en los actos de gobierno, tales como la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, articulo 19, articulo IV de la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre, artículo 19.1 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos.  

Con posterioridad a la sentencia que en este fallo es recurrida, a partir de la 

jurisprudencia creada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación con base a 

diferentes fallos jurisprudenciales que serán analizados posteriormente, en septiembre 

de 2016 se sanciona la Ley Nacional de Derecho de acceso a la Información Pública, 

Ley N.º 27.275. Dicha norma brinda los estándares mínimos, que no deben ser 

franqueados por las provincias, donde se articulan las vías y definiciones respecto a la 

ineludible obligación de los órganos estatales de facilitar el acceso a la información 

pública en pos de fortalecer la participación democrática de la ciudadanía en los actos 

de gobierno. 

La importancia práctica del estudio del fallo en cuestión radica en el análisis del 

recurso de casación, remedio procesal presentado ante tribunales superiores cuando la 

sentencia apelada por este recurso extraordinario pretende atacar laudos en los cuales se 

presuponen infringidas leyes o doctrina legal, o quebrantada alguna garantía esencial del 

procedimiento, en el caso del fallo analizado.  

En orden a lo expuesto, se procederá a desarrollar la plataforma fáctica del caso, 

brindando una reseña de la historia procesal y la decisión del tribunal, para luego 

ejecutar un detallado análisis de la decisión vertida por los magistrados, seguido de un 

análisis conceptual que contenga análisis doctrinario y jurisprudencial referido a la 

causa analizada que permita al autor tomar una postura objetiva respecto del decisorio 

analizado. 
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II. Plataforma fáctica, historia procesal y decisión del tribunal 

En abril de 2010 la Fundación para el Desarrollo Sustentable, en el marco de la 

Ley de Acceso a la Información Pública, solicita a la Secretaria de Administración 

Financiera del Ministerio de Finanzas del Gobierno de la Provincia de Córdoba se le 

remita la información obrante en cuanto al Registro Oficial de Proveedores y 

Contratistas del Estado.  

Ante la denegatoria de la misma por parte de la mentada secretaría, la solicitante 

infiere la afectación de su derecho tendiente al acceso a la información pública por lo 

que inicia la acción de amparo por mora en el marco de la Ley 8803 de Acceso al 

Conocimiento de los Actos del Estado. Esta acción es rechazada por el juez de primera 

instancia. 

Esto motiva la apelación de la actora ante la Cámara Contencioso Administrativa 

de Segunda Nominación, la cual en octubre de 2010 rechaza la solicitud de la 

peticionaria. 

Para fundamentar su decisorio, el tribunal a quo considera que la misma se 

encuentra fundamentada de manera errónea. Sustenta su decisión en que la petición no 

reúne las condiciones exigidas al no haberse individualizado un acto administrativo que 

sirva de base, antecedente y causa. Agrega que, atendiendo a la amplitud de la 

pretensión, esta reviste un carácter general e indeterminado, características que 

adecuarían su control externo al ámbito del Tribunal de Cuentas y la Legislatura en 

calidad de representante del pueblo y de sus departamentos.  

Los demandantes, presentan un recurso de casación ante el Superior Tribunal de 

Justicia de Córdoba, Secretaría Contencioso Administrativa contra la decisión del 

tribunal a quo. Entienden que el rechazo de la acción de amparo carece de 

fundamentación razonable ya que no se prueba que la documentación mencionada sea 

determinada y esté vinculada a un acto administrativo de manera concreta. Fundan su 

desacuerdo en el artículo 75 inciso 22 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, la consagración del derecho a la información presente en el Artículo 51 de la 

Carta Magna de la Provincia de Córdoba, así como también, el artículo 33 del mentado 

ordenamiento fundante estatal de cual nace el principio de soberanía del pueblo y la 

forma republicana de gobierno. 
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El Superior Tribunal de Justicia advierte que se suscita una cuestión de 

participación ciudadana en el ámbito democrático, evidenciada desde el Preámbulo de la 

Constitución Provincial, la cual debe interpretarse en conjunción con la normativa 

expuesta en los articulo 9 y 15 de la mencionada Carta Magna provincial, los cuales 

establecen las bases de la participación ciudadana y la publicidad de actos de gobierno. 

Además, cuestiona el argumento citado, exponiendo que el mismo excede el control 

constitucional para el que se encuentra legalmente habilitada, indicando además que no 

puede admitirse la falta de obligación de los organismos en cuestión de brindar la 

información solicitada.  

Al mismo tiempo asegura que el hecho de que los ciudadanos no puedan conocer 

con quien contrata el Estado, reduce el papel de estos a meros espectadores sin 

posibilidades de control ni conocimiento de los actos estatales. Con basamento en los 

hechos vertidos, el STJC concluye que la fundación actora se encuentra comprendida 

como sujeto legitimado para solicitar el acceso a la información pública,  

La Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia integrada 

por los Dres. Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Luis Enrique Rubio, 

conforme a lo antedicho, resuelve por mayoría, hacer lugar parcialmente al recurso de 

casación interpuesto por la parte actora, hacer lugar parcialmente a la acción de amparo 

de acceso a la información de los actos de estado, así como también imponer las costas 

de esta instancia por su orden. 

III. Análisis de la ratio decidendi 

Ante la acción de amparo interpuesta por la asociación para el desarrollo 

sustentable, el juez de primera instancia deniega el amparo, fundando su sentencia en 

que la demanda no reunía las condiciones exigidas por ser la misma de un carácter 

indeterminado, además de estar erróneamente fundada, así como también destaca que la 

misma no individualiza un acto administrativo de base que sirva como antecedente a lo 

peticionado. Esta sentencia es apelada y rechazada nuevamente por la Cámara 

Contencioso-Administrativa. Así, los actores del proceso presentan recurso de casación 

ante el Superior Tribunal de Justicia de Cordoba.  

Respecto al problema de relevancia detectado que se menciona en el punto 

inicial de este análisis, los Dres. Rubio y Tarditti, adhieren al voto del Dr. Sesin, quien 
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da lugar al recurso de casación parcialmente y al amparo justificando su fallo en que el 

derecho de buscar y recibir información se consagra en el art. 33 de la Carta Magna, el 

artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y Articulo 13 de la 

Convención de Derechos del Niño. Así mismo agrega que la Constitución de la 

Provincia de Córdoba, consagra el Derecho a buscar y recibir información en su artículo 

51, y que a través de la Ley 8.835 traza lineamientos de información precisa, 

transparente y de fácil acceso. 

Además, se refuerza la postura respecto a la problemática planteada en relación a 

la normativa aplicada cuando el Dr. Sesin argumenta que la parte actora funda su 

solicitud en la Ley Provincial 8.803, la cual reza que solo es requerimiento la simple 

calidad de persona para solicitar información pública. Es decir, este derecho 

corresponde a toda persona sin necesidad de acreditar interés o situación jurídica 

especial, derecho que por otro lado se asienta en las directrices interpretativas de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como también el precedente 

jurisprudencial "Caso Claude Reyes y otros v. Chile - Fondo, reparaciones y costas", lo 

cual no ha sido tenido en cuenta por el a quo.  

Respecto del objeto del amparo por mora, dicho magistrado afirma que le asiste 

la razón a la peticionaria fundado en el principio de máxima divulgación receptado en la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, el cual presume que toda información en 

poder del Estado se presume Publica, accesible y sujeta a un régimen limitado de 

excepciones. A su vez agrega que el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas 

en su artículo 19.2 afirma que el acceso a la información pública comprende registros en 

poder de organismos públicos, independientemente la forma de almacenamiento. 

Entiende que los últimos precedentes de la Corte Suprema de justicia de la Nación 

marcan el camino, ya que en ellos se observa que la información que sea de carácter 

público debe estar disponible a cualquier ciudadano, y para el fortalecimiento de este 

mecanismo no se requiere fundar razón en el pedido de información, y se debe evitar 

que meras trabas de carácter formal impidan el acceso a la información en poder de los 

organismos estatales. Aquí no solo se hace plausible la problemática respecto a la 

correcta aplicación de la normativa, sino además que no se han tenido en cuenta 

antecedentes jurisprudenciales importantes. 
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Finalmente, el último punto de conflicto en la problemática planteada. en cuanto 

a la cuestión de los límites legales respecto a la información, también es el cimero 

tribunal de la nación, cuya jurisprudencia es tomada en este fallo, entiende que, si bien 

el sistema jurídico puede mostrar ciertas restricciones, estas deben ser excepcionales, y 

buscar con estas restricciones objetivos legítimos. Esta doctrina es receptada en la ley 

25.275 que dispone la política de que toda información en poder del Estado es pública, 

cuestión reflejada en su artículo 8, donde expresa que solo se puede exceptuar de 

brindar la información que tenga carácter clasificado, reservado, confidencial o secreto, 

sea por razones de política exterior, secretos industriales, pero siempre importando que 

la revelación pudiera perjudicar el nivel de competitividad o lesionar intereses del 

obligado, o comprometa derechos e intereses legítimos de un tercero que no esté 

obligado a compartir sus datos personales (Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, 

Secretaría Contencioso Administrativa, 2019, SAC Nº 2026535). 

Finalmente, los letrados deciden hacer lugar parcialmente al recurso de 

apelación y, consecuentemente casar de manera parcial el pronunciamiento de la 

instancia inferior dando lugar de manera parcial a la acción de amparo interpuesta.  

IV. Descripción del análisis conceptual, antecedentes doctrinarios y 

jurisprudenciales 

Respecto al problema de relevancia detectado, es preciso realizar una 

descripción sobre este tipo de problemas de los casos difíciles y cuáles son los tipos de 

resolutorios que pueden encontrarse para luego pasar al análisis de los argumentos. 

En la obra de García Figueroa y Gascón Avellán (2003, p.93) se explica que los 

problemas de relevancia se presentan cuando no es posible detectar con precisión la o 

las norma/s que sean relevantes para la aplicación del caso concreto, esto es debido a 

que no se puede establecer con precisión. Esto ocurre frecuentemente dado que no hay 

una regla concreta que en ese espacio temporal aplique al caso bajo análisis, recurriendo 

a una diversidad de normas que se integran lo que suele dejar un cierto grado de 

arbitrio. Es así que al decir de estos autores toma trascendental relevancia el uso de una 

herramienta frecuentemente usada, la analogía, en el resolutorio del caso difícil, 

principalmente los precedentes jurisprudenciales que, aunque no idénticos posean la 
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suficiente similitud para resolver el caso. El autor concluye diciendo que los 

doctrinarios mencionan que “ley reina, pero la jurisprudencia gobierna” 

Como se ve en la ratio decidendi del caso analizado, el tribunal de grado 

superior que resuelve precisamente lo hace basándose en la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia, jurisprudencia que además da sustento a la ley 27.275 de derecho 

de acceso a la información pública, cuyo contenido será analizado más adelante a los 

fines de este resolutorio. 

Entonces, debido a este problema de relevancia detectado, y su resolutorio 

analizado, es menester abordar cuál es el contenido del principio de máxima 

divulgación. En consonancia con este principio, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, explica que el acceso a la información se debe regir por el principio de 

máxima divulgación, el cual debe ser de máxima transparencia y sometido a limitadas 

excepciones. Se señala que dichas excepciones deben ser interpretadas de manera 

restrictiva, siendo el Estado quien tiene la carga de probar cuando la información 

solicitada no pueda ser revelada al peticionario.  

Por otro lado, se debe considerar que un principio, al ser indeterminado, es un 

mandato de optimización, es decir que se debe hacer todo lo posible para alcanzar el 

objetivo. Y allí radica justamente el problema, y su solución no será otra cosa que 

realizar un juicio de ponderación a fin de medir el peso del principio en el caso 

concreto. Lorenzetti (2008, p.87). Por otra parte, respecto de la legitimación del 

peticionario (in dubio pro petitor), al decir de Basterra (2006, p. 412), tratándose de un 

derecho de raigambre constitucional, inspirado en principios tales como la publicidad de 

los actos de gobierno, la transparencia y el control en el ejercicio de la función pública, 

la legitimación, sin duda deber ser amplísima.  

En línea con lo expuesto, se debe aclarar que la formalidad del mero acto de 

peticionar, queda inequívocamente resuelto en el artículo 5 de la Ley 8.803, la cual 

expresa que dicha solicitud se debe realizar por escrito y con la identificación del 

requirente y sin otro tipo de formalidad.  

De esta manera y en el marco de la Ley Nacional 27.275 de Acceso a la 

Información Pública, se delimita su legitimación pasiva, que al decir de Cobos (2016, p. 

191), la legitimación pasiva de la Ley de Acceso a la Información Pública, entiende por 

tal a “aquellas dependencias estatales que tienen en su poder la documentación 
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requerida y hacia la que pueden dirigirse los peticionarios para presentar solicitudes de 

información, ya que pesa sobre ellas la obligación de darles curso y respuesta en un 

plazo prudente. Es en base a esto que debe delimitarse taxativamente el criterio de 

análisis en torno a la faz positiva de derecho de acceso a la información pública, siendo 

este el que impone a la administración pública el deber no solo suministrar información, 

sino de hacerlo de manera total, completa y clara, ya que el incumplimiento del 

mencionado acto debe ser fundado de manera razonable. 

Por otra parte, respecto del marco jurídico procesal, en consonancia con 

Hutchinson (1985, p. 16), el principio de informalismo implica la inobservancia por los 

interesados de exigencias formales que no sean de carácter esencial y puedan ser 

cumplidas posteriormente. Esto debe entenderse orientado a desterrar el rechazo in 

limine de peticiones por parte de la administración pública, así como también la 

visibilizarían de una persona que al peticionar ejerce algo tan importante como un 

derecho humano.  

Un fallo emblemático que sentó jurisprudencia en la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos al respecto de la misma temática del caso en análisis, es el caso 

“Claude Reyes y otros vs. Chile”, por establecer importantes bases jurisprudenciales en 

torno al principio de publicidad y transparencia de la gestión pública, así como también 

del control democrático por parte de la sociedad Corte IDH, caso “Claude Reyes y otros 

vs. Chile”, sentencia del 19 de septiembre de 2006, Serie C, Nro. 151, párrafos. 86-87.  

Allí la corte deposita una importancia excepcional en la capacitación de los 

encargados de atender solicitudes de acceso a la información bajo el control del estado 

en lo tendiente a la respectiva normativa. Por otro lado, es dable mencionar el hecho que 

la corte falla admitiendo que se violaron múltiples derechos de los peticionarios, tales 

como el derecho a la garantía judicial, el derecho a la libertad de pensamiento y 

expresión, así como también el tan discutido derecho a peticionar por parte de la 

ciudadanía ante los órganos públicos. Estos hechos, sentaron una importante base 

jurisprudencial a nivel mundial, ya que son el basamento del creciente derecho otorgado 

a la sociedad en torno al principio republicano y federal de gobierno consagrado en la 

Carta Magna. 

En el caso, la solución propuesta se traduce en un obrar judicial preventivo y 

reparador, ya que, al negar o entorpecer el acceso a la información pública por parte de 
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las autoridades estatales, se viola una innumerable cantidad de derechos y garantías no 

solo constitucionales, sino también consagradas a nivel internacional, que a su vez 

afectan el colectivo social, hechos que justifican la atenuación del principio de exceso 

de rigor manifiesto formal en torno al discutido derecho. 

Es aquí donde debido a lo mencionado, es de vital trascendencia delimitar la 

cuestión acerca de que se considera una autoridad estatal, lo que la Ley 27.275 deja muy 

claro al decir que La Administración Pública Nacional comprende un conjunto de 

órganos que integran el Poder Ejecutivo Nacional, así como también se encuentran 

obligadas a brindar información las entidades descentralizadas que integren la órbita 

estatal. Lo que al decir de Cassagne (2006, p. 313), en concordancia con los estándares 

internacionales, la Administración Pública Nacional posee la tutela, así como también 

las garantías de sus actos frente a los particulares o administrados. En los mismos 

lineamientos, la Carta Magna en su artículo 108 reza “El Poder Judicial de la Nación 

será ejercido por una Corte Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores 

que el Congreso estableciere en el territorio de la Nación” (Const., 1994). De lo 

expuesto desprende una clara y vital conclusión y es que el peticionario está legitimado 

activamente y a simple solicitud, a peticionar información ante cualquier órgano que 

componga la esfera pública, sin importar el grado de jerarquía que este posea, ya que 

prepondera el principio de publicidad y transparencia de los actos de gobierno. 

V. Postura del autor 

Sobre la base del análisis realizado, este autor encuentra que Superior Tribunal 

de Justicia ha sido asertivo respecto de su fallo, hacer lugar parcialmente al recurso 

interpuesto de ley por considerar los planteos expuestos procedentes. Como primer 

argumento de esta postura, este autor entiende que el cimero tribunal provincial pone a 

resguardo todas las garantías Constitucionales como así también las consagradas a nivel 

internacional, ya que toma especial cuidado de la delimitación de las cuestiones 

impugnadas en el presente recurso, tales como el principio de publicidad y transparencia 

de actos de gobierno, la no sujeción al principio de exceso de rigor formal manifiesto, 

así como también las múltiples garantías colectivas analizadas a lo largo del presente 

trabajo. 



10 

 
 

 

En el mismo lineamiento, este autor adhiere a la postura del Superior Tribunal 

de Justicia ya que, por un lado se advierte en el fallo de la cámara a quo que hubo un 

análisis inexacto en torno a la individualización del acto administrativo que sirva de 

base para lo peticionado, hecho que el Superior tribunal no hizo lugar basado en la Ley 

provincial N° 8803, articulo 1, así como también delimita una tajante postura en torno a 

la legitimación de la impugnante, sopesando el principio in dubio pro petitor al caso 

concreto. 

Por otro lado, se destaca el hecho de haber ponderado la legitimación de la faz 

pasiva de la ley de acceso a la información pública, así como también el mero 

reconocimiento de la faz positiva de la Ley 27.275, es decir, el haber exhortado a la 

administración pública, no solo a informar lo peticionado, sino a realizarlos de manera 

completa, clara y veraz; así como también deja en claro que de no poder hacerlo, ya sea 

de forma total o parcial en alguno de los puntos solicitados, su rechazo sea 

bastantemente fundado, de manera tal que los peticionarios puedan saber que dicha 

negativa encuadra en alguna de las tan limitadas excepciones que la mentada ley prevee. 

VI. Conclusión 

En el fallo analizado se destaca el derecho de acceder a información pública 

como una forma de ejercer la participación ciudadana como pilar fundamental del 

ejercicio de la democracia. Y en esta cuestión, Argentina dio un salto de transcendental 

avance al sancionar en septiembre de 2016 la ley 27.275 Ley de Derecho de Acceso a la 

Información Pública, que fija las bases y principios para garantizar este derecho para 

todas las personas que requieran alguna información de los órganos estatales. 

Se visualiza por otro lado la importancia que reviste la vasta jurisprudencia 

obrante al respecto de este basal derecho del ejercicio de la democracia en tanto tiene la 

capacidad de resolver aquellos casos en que se dificulta determinar la norma que aplica 

al caso concreto. Y, además, en la particular temática analiza, esta jurisprudencia sentó 

las bases para la sanción de la ley 27.275. 

A su turno, el principio de máxima divulgación contenido en la ley refuerza el 

principio de publicidad y transparencia de la gestión pública, que le permite a la 

ciudadanía ejercer el debido control de los actos de gobierno. Con ello se plasman las 
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garantías para asegurar el derecho de acceso a la información pública y se refuerza el 

ejercicio de la democracia. 

En la particular ley 27.275, este basal derecho del ejercicio de la democracia, el 

derecho de acceso a la información pública no solo está garantizado para quienes 

revisten el carácter de ciudadanos, la ley ha ido más allá garantizando este derecho para 

cualquier persona que requiera alguna información de los organismos públicos sin ser 

requisito revestir un categoría determinada o especificar interés particular; lo que se 

refuerza en el principio in dubio pro petitor, base elemental de la ley en cuestión.  
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